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SENTENCIA 
 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

 En esta ocasión, nos corresponde evaluar una Apelación presentada 

por derecho propio por la Sra.  Yaritza Olavarría Márquez (Apelante, señora 

Olavarría Márquez) el 21 de diciembre de 2020.  En su recurso, nos solicita 

la revocación de la Resolución emitida el 9 de noviembre de 2020 y 

notificada el 23 de noviembre de 2020 por el Tribunal de Primera Instancia 

de San Juan (TPI).  Mediante el referido dictamen, el Foro Primario, luego 

de acoger el informe rendido por la Oficial Examinadora de Pensiones 

Alimentarias, le impuso a la Apelante la obligación del pago de una pensión 

alimentaria mensual de $310.91 del 26 de marzo de 2020 al 31 de julio de 

2020 y de $481.89 de agosto de 2020 en adelante. 

Por los fundamentos que a continuación exponemos se confirma el 

dictamen recurrido. 
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I. 

 

El Sr. Ramón Oliviera Mustafá, así como y la Sra. Yaritza Olavarría 

Márquez son los padres biológicos no custodios del menor SOO. 

SOO, quien desde hace varios años se encuentra bajo la custodia de 

su abuela paterna, Yosleyn Mustafá, cuenta con 20 años de edad, es 

estudiante de Contabilidad de la Universidad de Puerto Rico y reside solo 

en un apartamento rentado en las cercanías de su universidad. 

Conforme surge del expediente Apelativo, en relación al menor SOO  

el 8 de noviembre de 2018 el Tribunal de Primera Instancia Sala Superior 

de Carolina le había impuesto a la Apelante la obligación de pagar una 

pensión alimentaria de $200.00 mensuales. 

Dicha pensión se mantuvo inalterada hasta el 4 de marzo de 2020, 

fecha en que la abuela paterna y custodio del menor, presentó por derecho 

propio ante el TPI de San Juan, una solicitud de revisión de pensión 

alimentaria.  El asunto fue entonces referido a la Examinadora de Pensiones 

(EPA) de San Juan.  

Como parte del trámite ante la EPA, la Apelante suscribió la Planilla 

de Información Personal y Económica conocida como la “PIPE”.  También 

presentó facturas de agua y luz, certificación de cubierta de First Medical 

Health Plan, Planillas de Contribucción sobre Ingresos correspondientes a 

los años contributivos 2017 y 2018, recibos de compras, así como, 

talonarios de pagos quincenales emitidos por su patrono Municipio de San 

Juan en relación a su empleo como Asistente del Programa Heads Start. 

De los talonarios de pago presentados por la Apelante ante la EPA, 

se desprende que ésta devenga un sueldo bruto quincenal de $861.00 

equivalente a $1,722 mensuales y que a ese sueldo el patrono le hace 

ciertas deducciones. 

La EPA señaló vista de revisión de pensión para el 20 de octubre de 

2020.  A esta vista compareció la Apelante por derecho propio. La señora 
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Mustafá (abuela paterna y custodio del menor) y el señor Oliviera Mustafá, 

también comparecieron, este último representado por su abogada. 

El 4 de noviembre de 2020 la EPA, luego de celebrar vista y de 

escuchar prueba, rindió un informe intitulado “Informe de la Examinadora 

de Pensiones”.  En el mismo la Examinadora hizo las siguientes 

determinaciones de hechos, conclusiones de derecho y recomendaciones al 

tribunal: 

1… 

2.  El padre alimentante reside en Colombia desde el año 

2012 o 2013.  Es músico y cantante de oficio.  Su ingreso 

económico es irregular.  Sin embargo, tiene la capacidad de 

trabajar regularmente y generar ingresos, por lo que 

imputamos un ingreso bruto mensual de $1,256.66 a base 

del salario mínimo federal en un empleo a tiempo completo.  

Luego de hacer las deducciones mandatorias por ley dicho 

salario se reduce a un neto mensual de $1,160.53. 

3.  La madre alimentante trabaja para el Municipio de San 

Juan.  Devenga un ingreso neto mensual promedio de 

$1,288.84. 

4.  El ingreso neto combinado mensual de las partes es 

$2,448.77. 

5.  Tomando en consideración la responsabilidad que el 

alimentante tiene conforme a las Guías Mandatorias para 

Computar las Pensiones Alimentarias en Puerto Rico, en el 

presente caso, surge una obligación básica alimentaria de 

$280.09 mensuales que debe aportar el padre y $310.91 

que debe aportar la madre. 

6.  El porcentaje que representa el ingreso neto disponible 

del padre del total de ingreso es 47.39% y el de la madre 

es 52.61%. 

7.  La abuela custodio declaró que el alimentista estudia en 

la Universidad de Puerto Rico, Recinto de Río Piedras.  

Comenzó su tercer año y siempre se ha hospedado; 

anteriormente en Plaza Universitaria, en donde dejó de 

hospedarse porque tuvo problemas y desde agosto de 2020 

se hospeda en un apartamento en la Urb. Santa Rita.  La 

señora Mustafá declaró que no quiere que su nieto resida 
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en su casa porque, entre otras razones, no puede hacerse 

responsable de éste por su conducta.  Además, cuida a su 

madre de 85 años y ambas están dentro de la población 

vulnerable ante el Covid-19.  Su nieto visita los fines de 

semana y lava ropa en la casa, pero no pernocta.  El joven 

se llevó todas sus pertenencias.  Para el gasto de hospedaje 

el padre debe aportar $154.02 mensuales y la madre 

$170.98 mensuales. 

8.  El alimentista tiene la cubierta médica del seguro de 

salud privado First Medical que paga la demandante.  

 

RECOMENDACIONES 

 

    Conforme a las disposiciones de la Ley Especial de 

Sustento de Menores, según enmendada y mediante la 

aplicación de las Guías Mandatorias contenidas en el 

Reglamento núm. 8564 y posteriores enmiendas, hacemos 

las siguientes recomendaciones al Honorable Tribunal: 

1.  Efectiva al mes de noviembre de 2020 se fije la 

pensión regular de $434.11 mensuales, a ser pagada 

por el Sr. Ramón Oliviera Mustafá depositándola en 

la cuenta que tiene en la ASUME. 

2. Se fije a la Sra. Yaritza Olavarría Márquez la cantidad 

de $310.91 mensuales del 26 de marzo al 31 de julio 

de 2020 y desde agosto de 2020 la cantidad de 

$481.89 mensuales, que deberá entregar a la abuela 

paterna del alimentista, la Sra. Yoselyn Mustafá. 

3. Se apercibe al alimentante que el incumplimiento con 

la pensión alimentaria dará base a declararlo incurso 

en desacato.  De igual forma y de conformidad al 

Artículo 147 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

L.P.R.A. sec. 566, se apercibe al alimentante que la 

pensión alimentaria por este medio fijada, 

comenzará a devengar el interés legal prevaleciente 

por mora desde el momento en que deba ser 

satisfecha. 

 

El 9 de noviembre de 2020 el TPI de San Juan emitió Resolución 

notificada a las partes el 23 de noviembre de 2020.  Mediante este 
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dictamen, el Tribunal le impartió su aprobación a la totalidad del informe 

de la EPA de 4 de noviembre de 2020 y lo hizo formar parte de su 

determinación (Resolución) final.  De ese modo, ordenó a la señora 

Olavarría Márquez proveer al menor SOO una pensión alimentaria de 

$310.91 mensuales del 26 de marzo de 2020 al 31 de julio de 2020 y, de 

$481.99 mensuales de agosto de 2020 en adelante. 

La señora Olavarría Márquez, insatisfecha con la referida 

determinación, presentó el 21 de diciembre de 2020, el recurso de 

Apelación que nos ocupa.   

En lo pertinente, sostiene que se equivocó al llenar la Planilla de 

Información Personal y Económica.  Alega que en el apartado de la PIPE 

referente a su sueldo mensual, erróneamente puso $6,588.00 cuando debió 

haber puesto $562 quincenales ($1,124.00 mensuales), que es su 

verdadero sueldo.   

Razona que, la información incorrecta sobre su sueldo mensual 

incluida por error en la PIPE, tuvo el efecto de provocar un cómputo 

equivocado de su ingreso (sueldo) mensual lo que a su vez, provocó la 

fijación de una pensión alimentaria, igualmente equivocada.  

Incidentalmente, alegó que su hijo SOO vive solo, trabaja, tiene un vehículo 

de motor de su propiedad y con marcada frecuencia incurre en gastos 

innecesarios y excesivos.   

En atención a ello, nos solicita que dejemos sin efecto la pensión 

alimentaria impuesta por el TPI de San Juan y en su lugar fijemos una 

pensión de $200.00 mensuales. 

 

II. 

 

La obligación de los padres de alimentar a sus hijos menores de edad 

no emancipados es parte fundamental del derecho a la vida que emana del 

Artículo II Sección 7 de nuestra Constitución.  Const. ELA Art. II Sec. 7, I 

LPRA; Umpierre Matos v. Juelle Albello, 2019 TSPR 160, 203 DPR__ (2019); 
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Díaz Ramos v. Matta Irizarry, 198 DPR 916 (2017); Franco Restro v. Rivera 

Aponte, 187 DPR 137 (2012); Torres Rodríguez v. Carrasquillo Nieves, 177 

DPR 728 (2009); Mc Connell v. Palau, 161 DPR 734 (2004); Arguello v. 

Arguello, 155 DPR 62 (2001). 

Esta obligación de alimentar estatutariamente quedó plasmada en 

los Artículos 118, 143 y 153 del pasado Código Civil de Puerto Rico.  31 

LPRA Secs. 562 y 601; Chévere v. Levis, 152 DPR 492 (2000).   

El Artículo 143 en términos generales dispone que los ascendientes 

y descendientes tienen recíprocamente un deber de alimentarse.  En tanto, 

el Artículo 153, supra, establece que los padres tienen respecto a sus hijos 

menores de edad no emancipados, el deber de alimentarlos.  La obligación 

de alimentar que surge de este Art. 153 es una que emana del ejercicio de 

la patria potestad.  Por tal razón, el deber de un padre-madre no custodio 

de proveer alimentos al menor no emancipado surge de la relación filial y 

nace al momento mismo de la paternidad o maternidad, según sea el caso.  

Por su parte, un menor de acuerdo a nuestro estado de derecho es toda 

aquella persona que no haya alcanzado los veintiún (21) años. 31 LPRA Sec. 

971. 

Indistintamente del origen que tenga la obligación de alimentar a los 

hijos menores-no emancipados, para efectos del Estado el tema de los 

alimentos a los menores de edad es un asunto de vital importancia por lo 

que está revestido del más alto interés público.  Según expresara nuestro 

Tribunal Supremo en Umpierre Matos v. Juelle Abello, supra, citando a Díaz 

Ramos v. Matta Irizarry, 198 DPR 916 (2017). 

“este derecho está destinado a proteger la supervivencia de 
la persona, su desarrollo biológico y su formación, a fin de 
que esta pueda insertarse activamente en la sociedad y 
paralelamente generarse la oportunidad de concretar su 
proyecto de vida que comprende la realización de la persona 
en el ámbito material y espiritual”. 

 

En función de ese alto interés estatal en los asuntos relativos a 

alimentos a menores de edad, nuestra Asamblea Legislativa, a través de la 
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aprobación de la Ley Núm. 5 de 30 de diciembre de 1986, creó la 

Administración para el Sustento de Menores, mejor conocida como ASUME.  

8 LPRA Sec. 501.  La idea detrás de la creación de ASUME era y es, el poder 

contar con una agencia gubernamental que, acorde con la política pública 

estatal relacionada a los alimentos de los menores, procure que los padres 

legales de estos cumplan con su deber de mantener a sus hijos en la medida 

de sus recursos.   

Así, fue delegada tanto en el Departamento de la Familia como en 

ASUME, la autoridad para crear y adoptar Reglamentos encaminados a 

instrumentar la fijación y cómputos de las pensiones alimentarias en Puerto 

Rico.  8 LPRA, Secs. 501-530. 

De conformidad con tal facultad delegada y en consonancia con el 

propósito de establecer normas uniformes, equitativas, y mandatorias que 

ayudaran en la difícil tarea de determinar la cuantía justa y proporcional de 

las pensiones, se aprobó por nuestra Asamblea Legislativa la Ley Núm. 47 

de 5 de agosto de 1989, 8 LPRA 518.  Esta ley entre otras cosas dispuso 

que1, en la determinación de la cuantía de las pensiones alimentarias será 

factor principal la utilización de las “guías” preparadas por el Departamento 

de la Familia en unión a ASUME para esos propósitos.  Las “Guías” proveen 

criterios objetivos, numéricos y descriptivos que sirven para determinar la 

pensión alimentaria que sea proporcional a los recursos económicos del 

alimentante y a su vez, a las necesidades del alimentista.  Santiago, 

Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 550 (2012); Fonseca Zayas v. 

Rodríguez Meléndez, 180 DPR 623 (2011). 

Tales “guías” fueron incorporadas al Reglamento Núm. 8529 de la 

Administración de Sustento de Menores y el Departamento de la Familia.   

 
1 El Artículo 18 de la Ley Núm. 5, 8 LPRA Sec. 514 faculta a los Oficiales Examinadores de 

Pensiones Alimentarias a celebrar vistas sobre pensión alimentaria.  Dicho artículo también 
establece que el Examinador celebrará vista, recibirá, evaluará la evidencia y reducirá un 

informe al tribunal que contendrá las determinaciones de hechos, conclusiones de derecho 
y recomendaciones, referentes a como fijar, modificar y hacer efectiva órdenes de pensión 

alimentarias. 
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El Artículo 146 del pasado Código Civil, 31 LPRA Sec. 565, por su 

parte dispone que “la cuantía de los alimentos será siempre proporcional a 

los recursos del que los da y a las necesidades del que los recibe, y se 

reducirán o aumentarán en proporción a los recursos del primero y a las 

necesidades del segundo”.  Chévere v. Levis, 150 DPR 550 (2000); 

Guadalupe Viera v. Morell, 115 DPR 4 (1983). 

El mencionado principio de proporcionalidad en la fijación de las 

pensiones, queda reflejado en el Artículo 19 de la Ley Núm. 5, supra, 8 

LPRA Sec. 518. 

Este Artículo dispone que, a los fines de computar la pensión 

alimentaria, se consideraran entre otros, los siguientes factores:  

(1)  Los recursos económicos de los padres del menor;  

(2)  La salud física y emocional del menor, y sus necesidades y aptitudes 

educacionales o vocacionales;  

(3) El nivel de vida que hubiera disfrutado el menor si la familia hubiera 

permanecido intacta; 

(4) Las consecuencias contributivas para las partes cuando ello sea 

práctico y pertinente, y; 

(5) Las contribuciones no monetarias de cada padre al cuidado y bienestar 

del menor.  Énfasis suplido. 

A los fines de que tanto ASUME como los Tribunales, al momento de 

hacer alguna adjudicación sobre pensión alimentaria, puedan contar con un 

cuadro claro y certero sobre la realidad económica del alimentante, el 

Artículo 16 de la Ley Orgánica de ASUME, 8 LPRA 512, hace compulsorio el 

descubrimiento sobre la situación económica real de este, lo cual incluye 

entre otras cosas, la presentación de certificación patronal de sueldo, 

copia de las planillas de contribución sobre ingresos y la obligación 

de someter la planilla sobre información personal y económica, 

conocida como “PIPE”., entre otros documentos. 
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La PIPE en términos sucintos es un documento preimpreso 

preparado por la Oficina de Administración de los Tribunales el cual sirve 

de guía respecto a la información mínima requerida sobre la situación 

económica de las partes, las necesidades del alimentista y la capacidad de 

pago del alimentante.  La Ley requiere que una vez completado el 

formulario (PIPE) sea este juramentado y luego, presentado ante la 

Secretaria del Tribunal. 

Una vez presentada la PIPE, el Tribunal o Examinador(a) tomará en 

consideración su contenido, así como, de toda la prueba testimonial 

aportada y, toda aquella evidencia documental ofrecida que fuera 

pertinente al asunto.  8 LPRA Sec. 515; Rodríguez Rosado v. Zayas 

Martínez, 133 DPR 406 (1993). 

A partir de la evidencia aportada por las partes (Testimonial, 

documental y la PIPE) el Tribunal-Examinador(a) deberá hacer un análisis 

integral y completo de la misma, luego de lo cual estará en posición de 

conocer el ingreso bruto real de estas. 

Como parte del proceso de evaluación para computar la pensión 

alimentaria, las Guías Mandatorias establecen que al ingreso bruto se le 

aplicarán las deducciones, tanto legales como permisibles, dispuestas en su 

Artículo 7(7) y 7(8).  Aplicadas estas deducciones, finalmente se logrará 

conocer el ingreso neto de las partes.  Reglamento 8529, Guías 

Mandatorias, Artículo 7(7)(8)(17)(19).   

Las guías requieren a que el ingreso neto de cada parte sea sumado 

y su resultado proveerá lo que las propias guías llaman el ingreso neto 

combinado, Artículo 7(20). 

Tal ingreso combinado, al ser contrastado con las Tablas provistas 

por las Guías, permitirán conocer de forma objetiva y matemática, tanto la 

proporcionalidad de la obligación alimentaria así como, la responsabilidad 

monetaria exacta que esa proporcionalidad representa para cada uno de 
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los alimentantes respecto a, la pensión alimentaria básica2 así como, a la 

obligación suplementaria3. 

De acuerdo con la Ley Núm. 47, supra, la aplicación de las Guías- 

Tablas no tan solo es obligatoria, sino que, la pensión resultante de su 

aplicación se presumirá justa y por consiguiente, proporcional y correcta. 

No obstante, a pesar de tal presunción, las sentencias de alimentos 

no constituyen cosa juzgada, por lo que siempre podrán estar sujetas a 

revisión.  Mc Connell v. Palau, supra; Piñero Crespo v. Gordillo Gil, 122 DPR 

246 (1988). 

Una vez fijada la pensión, esta podrá modificarse únicamente de 

conformidad a lo dispuesto en la Sec. 518 de la Ley para el Sustento de 

Menores, 8 LPRA 518 que establece: 

Toda orden de pensión alimentaria podrá ser revisada y 
modificada cada tres (3) años desde la fecha en que la orden 
fue establecida o modificada, en caso de que se presente una 
solicitud de revisión y modificación por el alimentante, 
alimentista, la Administración o cualquier agencia Título IV-D 
cuando exista una cesión de derecho a tenor con la sec. 508 
de este título.  Toda orden de pensión alimentaria de menores 
emitida por el Tribunal o la Administración deberá apercibir a 
las partes de su derecho a solicitar una revisión y modificación 
de su orden y para aquellos casos bajo la jurisdicción de la 
Administración, dicha notificación se continuará expidiendo al 
menos una vez cada tres años.  No obstante, cualquier ley o 
disposición en contrario, el requisito de cambio significativo o 
imprevisto en las circunstancias de algunas de las partes se 
cumple si la aplicación de las Guías para Fijar y Modificar 
Pensiones Alimentarias en Puerto Rico adoptadas, según se 
dispone en este capítulo, resulta en una cantidad diferente a 
la pensión corriente actualmente ordenada. 

….. 
En Administrador el tribunal, a solicitud de parte o a su 
discreción podrá iniciar el procedimiento para modificar una 
orden de pensión alimentaria en cualquier momento y fuera 

 
2 El Artículo 7(30) de las Guías Mandatorias dispone que la pensión básica es la cantidad 
monetaria que la persona no custodia debe proveer para el pago de gastos básicos en los 

que es necesario incurrir para la crianza del o de la alimentista.  Los gastos básicos incluyen 

aquellos gastos por concepto de alimentación, servicios públicos o utilidades, 
transportación, entretenimiento, vestimenta, excepto gastos de uniforme. 
3 El Artículo 7(14) de las Guías Mandatorias dispone que los gastos suplementarios son 
aquellos gastos que tanto la persona custodia como la persona no custodia debe sufragar 

para satisfacer las necesidades del o de la alimentista, que no se contemplan con la pensión 
alimentaria básica.  Incluye gastos de educación, vivienda y gastos de salud no cubiertos 

por un plan de seguro médico.  También, incluye los gastos por concepto de cuido del o 

de la alimentista, cuando la persona custodia se vea obligada a incurrir en los mismos para 
poder estudiar o ejercer una profesión u oficio.  Al momento de determinar los gastos 

suplementarios, el juzgador o la juzgadora deberá considerar no solo los gastos que 
efectivamente se pagaron, sino también aquellos que son necesarios sufragar para 

satisfacer todas las necesidades del o de la alimentista. 
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del ciclo de tres (3) años, cuando extienda que exista justa 
causa para así hacerlo, tal como variaciones o cambios 
significativos o imprevistos en los ingresos, egresos, gastos o 
capital del alimentante o alimentista, o en los gastos, 
necesidades o circunstancia del menor, o cuando exista 
cualquier evidencia de cambio sustancial en 
circunstancias. (Énfasis suplido) 
 

 

Ello significa que, las determinaciones sobre alimentos no 

necesariamente son cosa juzgada ni advienen finales y definitivas, esto, 

porque las mismas están sujetas a ser revisadas al paso de tres (3) años o 

en cualquier momento en caso de que acontezca algún cambio sustancial 

que justifique su revisión.  El reexamen de un decreto de pensión antes del 

transcurso de los tres años dispuestos en la ley se analizará a partir de la 

existencia de una justa causa para ello.  La justa causa puede consistir en:  

(1) variaciones o cambios significativos o imprevistos en los 

ingresos, la capacidad de generarlos, los egresos, los gastos, las 

necesidades o las circunstancias del menor; o (2) cuando exista 

prueba de algún cambio sustancial en las circunstancias.  Pesquera 

Fuentes v. Colón Molina, 202 DPR 93 (2019).   

Bajo el fundamento de cambio sustancial y variación en las 

necesidades del menor, algunos tribunales han accedido a modificar 

pensiones e incluso, dejarlas sin efecto, cuando se les ha demostrado que, 

a pesar de la minoridad del alimentista, este lleva una vida de adulto o una 

vida independiente. 

Es decir, que a pesar del alimentista no ser mayor de 21 años y no 

estar emancipado, en su diario vivir se conduce y comporta, tanto en lo 

económico como en lo personal, como todo un adulto y, así se le demuestra 

al tribunal. 

Cónsono con lo anterior la Lcda. Sarah Torres Peralta comenta: 

[l]a vigencia del derecho alimentario queda sujeta a las 
circunstancias cambiantes, y a los cambios sustanciales o 
imprevistos, tanto respecto a la capacidad de los alimentantes 
como en cuanto a las necesidades de los alimentistas.  El mero 
paso del tiempo; el crecimiento de los hijos, los costos 
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escolares en aumento, iguales aumentos en todos los 
renglones de la crianza -comida, ropa, habitación, vestimenta, 
asistencia médica rentas o plazos hipotecarios del techo del 
alimentista, aumento en general del costo de vida entre otros.  
Además, se asume que el alimentante, por su parte, va 
progresando en su empleo o en su empresa o negocio o en el 
trabajo en que se desempeña.   También puede ocurrir a la 
inversa, que los recursos del alimentante vengan a menos; o 
que las necesidades de los alimentistas disminuyan con el paso 
del tiempo -graduaciones, matrimonios, vida independiente 
de los hijos, herencias; fracaso en los negocios, pérdida o 
cambio de empleo o cualquier otro evento que tenga el efecto 
de permitir aumentos o disminuciones en la pensión 
previamente fijada. (Énfasis suplido).  
 

S. Torres Peralta, El Derecho Alimentario en Puerto Rico, San 
Juan, 2006, T.I., págs. 7.01 – 7.02.  
  
 
Una alegación en tal sentido deberá ser hecha y desarrollada en 

origen, en el Tribunal de Primera Instancia.  Ello, por un lado, brindará el 

espacio necesario a la parte que hace el reclamo de poder articular 

correctamente su planteamiento y por otro, al foro primario de evaluarlo en 

su justa perspectiva y ver si existen elementos fácticos suficientes que 

sostengan su procedencia.   

El foro primario en su examen de los hechos evidentemente podrá 

ponderar si en efecto, el menor lleva una vida independiente o de adulto 

que contradice la obligación de alimentar impuesta en su favor como 

presunto menor no emancipado.  Claro está, en dicha evaluación el foro 

primario no podrá perder de perspectiva que, el menor no emancipado 

jamás podrá ser penalizado por trabajar, es decir, por ser productivo a una 

temprana edad. 

En términos probatorios bajo tales circunstancias conforme lo 

dispone la Regla 110(A)(b) de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110, el peso 

de la prueba recaerá en el alimentante, ya que es este quien sostendrá la 

afirmativa del asunto en controversia (vida de adulto-vida independiente) y 

quién resultaría vencido si ninguna de las partes presentara prueba al 

respecto. 
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III. 

La controversia principal planteada ante nos se reduce a determinar 

si la EPA, al momento de recomendarle al Tribunal la pensión alimentaria 

que finalmente se le impuso a la Apelante, tomó en cuenta o no, su sueldo 

neto correcto. 

Como asunto aislado subyace liviana y tangencialmente un reclamo 

no llevado a la atención del foro primario que se relaciona con una alegada 

vida de adulto o, vida independiente del menor SOO y, a la mala utilización 

por éste, de la pensión alimentaria que le es provista. 

Luego de un minucioso examen tanto de Apelación presentada, así 

como, de la evidencia documental de la que fuera acompañada, concluimos 

que no erró el foro primario en su dictamen sobre la pensión alimentaria 

impugnada.  

Si bien es cierto que la señora Olavarría Márquez de buena fe se 

equivocó al incorrectamente informar en la PIPE que su sueldo era de 

$6,588.00 mensuales, también lo es, que no fue ese el ingreso mensual 

tomado en consideración por la EPA y, consecuentemente por el Tribunal 

de Instancia, al momento de fijar la pensión alimentaria en controversia. 

La prueba documental con la que contaba la EPA-Tribunal al hacer 

su determinación no se limitaba únicamente a la PIPE.  Como parte de la 

prueba evaluada por el foro primario al hacer su dictamen respecto al 

ingreso de la Apelante estaban los talonarios de pago emitidos por su 

patrono.  De ellos claramente surge que la Apelante laboraba para el 

Municipio de San Juan en calidad de asistente del programa Head Start. 

Asimismo, se desprende de estos que la señora Olavarría Márquez de 

manera quincenal devengaba un sueldo bruto de $861.00 lo que es 

equivalente a un sueldo bruto mensual de $1,722.00.  De igual modo, los 

talonarios de pago son claro reflejo de que quincenalmente el patrono, 

Municipio de San Juan, le hacía a la Apelante una serie de deducciones en 

relación a la paga que le emitía como retribución por sus servicios.  
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Al contrastar el informe que rindiera la EPA el 4 de noviembre de 

2020 con la información que se desprende de los talonarios de pago, así 

como, de aquella que surge de la PIPE presentada por la Apelante se puede 

fácilmente concluir que, el ingreso neto tomado en consideración por la EPA 

al fijar la pensión alimentaria controvertida es aquel que surge de los 

talonarios de pago y no, el de $6,588.00 que equivocadamente la Apelante 

informara. 

Diáfanamente surge del informe de la EPA que el ingreso neto 

considerado por esta para establecer la proporcionalidad de la pensión, así 

como para fijar la cuantía monetaria exacta de la misma, fue el de 

$1,288.24 y no otro.  Esos $1,288.24 no son otra cosa que, el resultado del 

ingreso bruto de la Apelante reflejado por sus talonarios de pago luego de 

aplicarle las deducciones correspondientes de acuerdo a las guías 

mandatorias.  Al considerar la edad del alimentista y el ingreso neto 

combinado de las partes y luego aplicar la tablas provistas por las guías 

mandatorias, surge con exactitud matemática, que la responsabilidad 

alimentaria que conforme a las guías le corresponde a la Apelante equivale 

a un 52.61% como acertadamente dictaminaría el foro primario en su 

Resolución. 

Asimismo, en términos de dólares y centavos, ese porciento de 

responsabilidad alimentaria que recae sobre la Apelante se traduce de 

acuerdo a las guías, en una obligación alimentaria básica de $310.91 

mensuales, como correctamente dispusiera el foro primario.  En cuanto a 

la obligación suplementaria surgida a raíz del alquiler por $325.00 

mensuales de un apartamento utilizado por el menor por razón de sus 

estudios, acertadamente el TPI impuso la obligación de pago adicional por 

concepto de gastos suplementarios de $170.98 mensuales.  Dicha cantidad 

correctamente representa la responsabilidad alimentaria de la Apelante de 

un 52.61% frente al costo del alquiler del apartamento.   



 
 

 
KLAN202001029 

    

 

15 

En fin, la obligación alimentaria de $481.89 impuesta por el TPI a la 

Apelante corresponde fielmente a la recomendada por las guías 

mandatorias para idénticas circunstancias, por lo que concluimos que fue 

correcta la pensión fijada.   

Por su parte, contrario a la contención de la Apelante, si el TPI 

erróneamente hubiese considerado un ingreso mensual de $6,588.00 como 

alegó en su recurso, la pensión básica promedio según las guías sería de 

$1,234.55 aproximadamente y de $325.00 la suplementaria. 

 De otro lado, es norma conocida que los Tribunales Apelativos no 

podrán considerar teorías, planteamientos o asuntos nuevos no elaborados, 

planteados ni presentados en origen ante el Tribunal de Primera Instancia.  

Abengoa, S.A. v. American Intl. Ins., 176 DPR 512, 526 (2009); Trabal 

Morales v. Ruiz Rodríguez, 125 DPR 340, 351 (1990).   

 Un examen del expediente Apelativo nos demuestra que las 

preocupaciones de la Apelante respecto a los alegados gastos innecesarios 

y excesivos del menor SOO así como, a su presunta vida de adulto e 

independiente, no fueron planteadas originalmente ante el Tribunal de 

Primera Instancia.   

 Así, aunque podamos entender perfectamente el alcance de las 

inquietudes de la madre-Apelante, nada bajo estas circunstancias podemos 

hacer respecto a las mismas al no haber sido estas primeramente 

planteadas ante el foro inferior.   

 Los asuntos relativos a la forma en que el menor gasta la pensión y 

aquellos que tienen que ver con su estilo de vida, debieron ser presentados 

y atendidos en origen ante el TPI y no a este nivel Apelativo. 

 

IV. 

 

 La determinación que nos ocupa, como todas las demás está 

revestida de una presunción de corrección.  Por consiguiente, es a la parte 

que la cuestiona a la que le corresponde la obligación de ponernos en 
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posición de poder apartarnos de la deferencia que de ordinario le otorgamos 

a los dictámenes de los foros primarios. 

 Es evidente que la Apelante, Sra. Yaritza Olavarría Márquez no nos 

ha puesto en posición de poder revocar las recomendaciones de la EPA y 

por consiguiente, la resolución del TPI que las acogió íntegramente. 

Al contrastar la prueba que tuvo ante sí tanto la EPA como el Tribunal 

con las Guías Mandatorias, podemos concluir que la pensión alimentaria 

impuesta a la Apelante es la correcta.  Al analizar dicha prueba frente a la 

Apelación presentada, no encontramos indicio alguno que demuestre o 

sugiera que el TPI al emitir su dictamen hubiese actuado con pasión, 

prejuicio o parcialidad.  Tampoco que incurriera en error manifiesto o abuso 

de discreción.  La pensión cuestionada fue impuesta tomando en 

consideración la prueba aportada por las partes y ajustándose fielmente a 

las guías mandatorias, por lo que está revestida de una presunción de 

corrección y legalidad que no fue derrotada por la Apelante. 

 

V. 

 

Por los fundamentos que anteceden se confirma la Resolución del 

Tribunal de Primera Instancia del 9 de noviembre de 2020. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


